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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por la apoderada de la Parte Civil que representa los intereses del señor GILBERTO DE JESÚS CASTRO ROLDÁN -prestamista-, contra la sentencia anticipada proferida el pasado cinco (5) de Mayo de 2006 por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), mediante la cual declaró penalmente responsables a los señores MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO, en los punibles de OBTENCIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO y ESTAFA con imposición de una pena de prisión de veinte (20) meses, inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso, multa de $6.437.500 pesos y la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia.
2.- HECHOS 

Fueron denunciados por el señor JESÚS ZABARAÍN QUINTERO LEMUS el día diez (10) de febrero de 2005, en contra de su esposa MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y su hijo LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO, a quienes señaló como responsables de haber falsificado su firma y huella digital, con el propósito de levantar el patrimonio de familia constituido sobre la casa de su propiedad y así gravar con hipoteca el inmueble por un valor de $6.700.000.oo a favor del señor GILBERTO DE JESÚS CASTRO ROLDÁN, persona ésta que prestó el dinero a los acusados.
La gestión quedó registrada en un documento hipotecario realizado ante la Notaría Única del Municipio de Dosquebradas
.

Por estos hechos fueron condenados los familiares MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUNTERO PALACIO, quienes se acogieron a la terminación anormal del proceso mediante sentencia anticipada.

3.- IDENTIDAD 

MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO, hija de Roberto y Enriqueta, titular de la c.c. No. 22.404.659 expedida en Barranquilla, natural de Filadelfia, Caldas donde nació el ocho (8) de febrero de 1950, estado civil casada con Jesús Zabaraín Quintero Lemus, grado de instrucción, quinto de primaria, ocupación ama de casa.
LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO, hijo de Jesús Zabaraín y María Omaira, titular de la c.c. No. 10.132.544 expedida en Pereira, natural de esta ciudad donde nació el veintisiete (27) de abril de 1969, estado civil casado con Maria Eugenia López y padre de dos hijos menores de edad, estudió hasta el grado once y de ocupación empleado de una empresa particular.

4.- CARGOS
Ante la Fiscalía Treinta y Cinco Seccional del vecino Municipio, los procesados MARÍA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUNTERO PALACIO aceptaron cargos con fines de sentencia anticipada
. Esa aceptación que en forma libre y voluntaria hicieron los acusados, se hizo por las conductas punibles de OBTENCIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO y ESTAFA.
5.- FALLO 
Con fecha cinco (5) de Mayo de 2006, el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas condenó
 a MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO a la pena principal de veinte (20) meses de prisión, a la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de de derechos y funciones públicas por igual tiempo, lo mismo que al pago de multa de $6.437.500 pesos. Asimismo, concedió a favor de los condenados el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia por un período de prueba de dos (2) años. 
La señora Juez de conocimiento se abstuvo de imponerles a los sentenciados la obligación de cancelar indemnización alguna, como quiera que el primer bien jurídico afectado con la conducta punible, como lo fue la Fe Pública, es un ente abstracto, por lo que puede decirse que no se afectó patrimonio alguno. De otra parte, consideró que si se tiene al denunciante QUINTERO LEMUS como víctima, tampoco éste ha sufrido pérdida patrimonial alguna, toda vez que el inmueble en el que tiene parte, aún no ha sido embargado, ni por supuesto rematado.

Y en cuanto al otro delito que concurre, esto es, Estafa, tampoco consideró ofendido el patrimonio económico del prestamista GILBERTO DE JESÚS CASTRO ROLDÁN, como quiera que él simplemente le exigió a su cliente un documento que respaldara el préstamo de dinero, sin que deba entenderse que por el hecho de haber sido tachado de falso el mismo, el acreedor haya perdido sus haberes, es decir, la deuda sigue latente.

Además concluyó la a quo que los daños materiales no fueron demostrados como lo exige el artículo 97 inciso 3 del Código Penal.

Finalmente, ordenó la cancelación de la Escritura Pública No. 1.749 del 14 de junio de 2002 y el registro de la misma, ante el Notario Único del  Circuito y Registrador de Instrumentos Públicos de Dosquebradas, una vez en firme la sentencia.

6.- RECURSO

Contra esa decisión se mostró inconforme la apoderada de la Parte Civil quien representa los intereses del señor GILBERTO DE JESÚS CASTRO ROLDÁN, a cuyo efecto argumentó
:
- No está de acuerdo con la afirmación contenida en la sentencia, acápite de indemnización de perjuicios, cuando refiere que en el delito de Estafa el patrimonio del ofendido no fue vulnerado ya que la deuda continúa vigente y pendiente de cobro, es decir, que se trató de un contrato civil que por su naturaleza misma esa es la vía para continuarlo.

- Tampoco comparte la cancelación de la escritura pública y su inscripción en instrumentos públicos, porque de ser así, con qué documento entonces que preste mérito ejecutivo podrá su representado GILBERTO DE JESUS CASTRO ROLDAN, realizar el cobro ejecutivo. Agrega que ni siquiera la sentencia prestará mérito ejecutivo por cuanto en ella se resolvió equivocadamente que no hay perjuicios para pagar.  

- Afirma la apoderada recurrente que no puede accionar ejecutivamente ante los juzgados civiles con una hipoteca contenida en escritura pública falsa, no dispone de otro medio para lograrlo si no es con una sentencia de condena con indemnización de perjuicios materiales cuyo daño emergente sería el valor de $6.700.000 pesos, más el lucro cesante que son los intereses pactados en la misma escritura, mes a mes hasta que el pago se verifique, adicional al daño moral que debe tasar el fallador.

- Afirma que debe tenerse en cuenta que el señor CASTRO ROLDAN fue engañado por los aquí condenados, quienes mediante artificios se lucraron con la suma de $6.700.000 pesos y sobre ella no se le han pagado intereses a su cliente, lo que además le ha generado a éste, desazón, angustia y daño moral.   

- Concluye que el hecho de ser su representado un prestamista, persona acostumbrada a esos avatares del mundo de los negocios y avocada a sufrir pérdidas, como lo refiere el fallo, no significa que no sea la autoridad penal como en este caso, la llamada a restablecer sus derechos, considerando en sano juicio que no hay otro camino.  

7.- Para resolver, SE CONSIDERA
Son dos los puntos de inconformidad vertidos por la profesional que asiste al afectado en este trámite, señor GILBERTO DE JESUS CASTRO ROLDÁN: (i) la omisión en la sentencia de primer grado, de una condena en perjuicios materiales y morales a favor de su procurado quien fue sometido a engaños y artificios por parte de los acusados para acceder a una cuantiosa suma de dinero, deuda que fue respaldada con una hipoteca constituida en una escritura pública que a la postre fue tachada de falsa y, (ii) la cancelación de la escritura pública y el registro de la misma, pues esto es permitir que los condenados puedan disponer libremente del bien dejando burlados los intereses jurídicos de su representado.
Lo primero es recordar que el papel que desempeñó el señor GILBERTO DE JESUS CASTRO ROLDÁN, en los hechos por los cuales fueron condenados los señores MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO (madre de hijo), fue el de servir como prestamista de un dinero a los antes referidos, para lo cual, los deudores valiéndose de maniobras engañosas, lograron levantar el patrimonio de familia que pesaba sobre el bien y constituyeron hipoteca sobre este inmueble en el cual tenía propiedad el señor JESÚS ZABARAÍN QUINTERO LEMUS, esposo y padre de los implicados, a quien le falsificaron su firma y huella digital. En la escritura pública donde se constituyó la hipoteca, igualmente se pactaron los intereses y su forma de pago, razón por la cual el señor CASTRO ROLDAN accedió a prestarles el dinero, es decir, que de no haber mediado esa falsedad personal para suplantar al propietario QUINTERO LEMUS, jamás se hubiera desprendido del dinero.
En criterio de esta Sala de Decisión, le asiste razón a la letrada cuando recurre en apelación el fallo de primera instancia para no dejar desprotegido a su cliente, porque es verídico que de quedar las cosas como están, se le estaría causando un perjuicio irremediable, pues nótese que el título que contiene la obligación está representado precisamente en la Escritura Pública que fue ordenada cancelar -como correspondía- con ocasión de la falsedad, con lo cual, el acreedor se quedará sin documento que respalde la obligación y también sin garantía, lo que por supuesto no puede patrocinar la judicatura a costa de admitir un enriquecimiento sin causa.
Si lo de la pérdida de la garantía hipotecaria es algo inevitable e irremediable, no puede ser que ahora se le sume a esa defraudación la pérdida del título que le permita hacer efectiva una obligación expresa, clara y exigible.

En lo que hace a la pérdida de la garantía hipotecaria propiamente dicha, es situación que aunque por supuesto genera una dificultad para el acreedor habida consideración a que pierde el respaldo real de la deuda, se trata de un daño no mensurable para efectos de la tasación de perjuicios. En este particular punto tiene razón la señora Juez a quo cuando indica que la pérdida de la hipoteca no deja sin efecto la deuda y ésta puede hacerse efectiva por otros medios. Y con mayor razón cuando el mutuo tiene como regla fundante el que todos los bienes del deudor son prenda de garantía del acreedor, es decir, que el poseedor de un crédito puede perseguir todos los bienes actuales o futuros que se encuentren en cabeza del obligado para conseguir el pago de la deuda insoluta.

La garantía real o personal no tiene un precio determinado y si así fuese, un incremento adicional por tal concepto a la deuda inicialmente acordada, generaría un desequilibrio contractual habida consideración a que el deudor sólo está obligado al monto del crédito. Piénsese por ejemplo, para citar un caso práctico de características similares al que ahora nos ocupa, que una letra de cambio se hiciera firmar por un fiador como garantía personal y que posteriormente se descubriera que esa persona no es quien decía ser. Podría decirse en ese caso, que la obligación representada en ese título no se puede hacer efectiva?, o que la deuda es menos porque ya no aparece el fiador?, por supuesto que no. Y entonces, cuánto vale el perjuicio derivado de la inexistencia del fiador?, consideramos que sería inestimable y que la conducta que de allí surgiría sería sólo una falsedad sin connotaciones patrimoniales.
Para volver al caso en estudio, debemos decir que es un tanto más complejo, en cuanto además de la garantía hipotecaria propiamente dicha, está involucrada la falsedad misma de la persona del deudor. Recuérdese que en el presente caso suplantaron al padre quien tenía una propiedad legítima sobre el bien objeto de hipoteca, para cuyo efecto se hizo pasar a un tercer sujeto -persona aún no identificada- como si fuera el señor JESÚS ZABARAÍN, con el fin de obtener el préstamo. Una vez descubierto el engaño, el resultado inmediato es la pérdida tanto de la hipoteca como del deudor, pues quien figuraba como tal no es quien decía ser. En esas condiciones, se afectó tanto la garantía como el título mismo, razón para que se estime que ya no estamos ante una mera falsedad sino también frente a una Estafa que generó un daño sustancial de índole patrimonial que debe repararse.
El parangón que contiene el recurso nos obliga a decir que no es factible solicitar la sentencia condenatoria con indemnización de perjuicios y a su vez que la Escritura Pública siga vigente para efectos de servir de respaldo al crédito. O es lo uno o es lo otro, pero no las dos cosas al mismo tiempo. Para el caso que se juzga el Tribunal dirá que lo que procede es la condena con indemnización de perjuicios, en atención a que la Escritura debe ser necesariamente cancelada como lo ordenó la Juez de instancia, habida consideración a que se trata de un documento apócrifo que debe ser retirado del tráfico jurídico. Pero además, porque de dejarse vigente la Escritura en las condiciones en que fue concebida, se estaría permitiendo un perjuicio indebido en contra de un tercero de buena fe, en nuestro caso el denunciante JESÚS ZABARAÍN QUINTERO LEMUS, puesto que fue precisamente a él a quien le falsificaron su firma y huella para suplantarlo con el potencial embargo y remate de su propiedad de no haberse descubierto a tiempo la defraudación.
Así las cosas, la Corporación concluye que debe concederse razón a la apoderada de la Parte Civil en cuanto a que el fallo condenatorio, que le podrá servir de título ejecutivo, debe contener la condena en perjuicios y así se hará en esta instancia; sin embargo, esos perjuicios serán sólo de índole material o patrimonial, no los morales a los que considera tener derecho la parte que impugna. Así debe ser porque la desazón y angustia a las cuales se refiere el libelo, se sienten por el simple hecho de ver disminuido el patrimonio injustamente, así que de estimarse esta eventualidad, todos los delitos contra el patrimonio económico generarían esa clase de perjuicio extrapatrimonial, lo cual no es correcto pues como bien se sabe, en los delitos contra el patrimonio económico sólo hay lugar a la cancelación de perjuicios morales en forma excepcional, que no es propiamente lo que aquí acontece; menos aún cuando estamos en presencia de una persona que se desempeña como prestamista y quien de antemano conoce el riesgo al que está expuesto su capital y lo asume. 
La reparación que corresponde está representada por las mismas condiciones en que se convino el préstamo en forma original: daño emergente equivalente al capital de $6.700.000 pesos y lucro cesante referido a los intereses pactados en la misma escritura, desde el mes de junio de 2002 hasta que el pago se verifique, como lo ha solicitado la apoderada recurrente.
Adicionalmente, hay lugar a condenar en COSTAS a los sentenciados dentro del trámite que ahora nos convoca, debido a los gastos que ha representado para el perjudicado la presencia de una apoderada de la Parte Civil en este asunto. La liquidación de las que se hayan causado en las instancias se hará por la Secretaría de esta Corporación.
En mérito de lo argumentado, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
Falla:

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en cuanto a ser de carácter condenatorio por los delitos de Obtención de Documento Público Falso y Estafa, en contra de MARIA OMAIRA PALACIO DE QUINTERO y LUIS FELIPE QUINTERO PALACIO.
SEGUNDO: SE REVOCA en lo atinente a la negación del cobro de perjuicios materiales y en su reemplazo se dispone que los aquí sentenciados quedan obligados a pagar al señor GILBERTO DE JESÚS CASTRO ROLDÁN el préstamo que les hiciera según las mismas condiciones originales del crédito consignado en la Escritura Pública objeto de cancelación, en cuanto a capital e intereses, todo ello de conformidad con lo consignado en el cuerpo motivo de esta providencia.
TERCERO: SE DECLARA que no habrá lugar a pagar suma alguna por concepto de perjuicios morales.
CUARTO: SE CONDENA a los procesados a cancelar las COSTAS procesales que se hubieren causado en las instancias, su liquidación se hará por la Secretaría de esta Corporación.

QUINTO: Las demás determinaciones contenidas en la sentencia de primer grado, se confirman.
SEXTO: Comuníquese esta determinación a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 472 C.P.P.

Notifíquese Y cúmplase
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
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